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Puede usted marcharse, ha matado una persona, disfrute se su 

libertad. 

Reflexiones desde el límite entre lo legal, lo humano y lo absurdo. 

Un hombre de 71 años cruza una calle por un paso regulado. Un vehículo está detenido ante un 

semáforo en rojo. Otro coche llega a gran velocidad, impacta violentamente contra el primero y lo 

desplaza hasta arrollar al peatón. 

El hombre es trasladado en estado crítico al hospital. Muere horas después. 

La conductora del vehículo que originó la colisión es detenida. Los agentes requieren que se someta 

a las pruebas de alcohol y drogas, ven síntomas. Se niega. La Policía investiga lo ocurrido y la 

mujer queda finalmente en libertad con medidas cautelares: retirada del permiso de conducir, 

comparecencias periódicas ante el juzgado y prohibición de abandonar España. Está investigada por 

presuntos delitos relacionados con lo sucedido. Ha matado a una persona, no parece demasiado 

grave, verdad? 

Y aquí empieza este artículo. 

Una cosa es contar los hechos y otra intentar comprenderlos. 

No voy a escribir que esta mujer conducía borracha porque todavía no existe una prueba de 

alcoholemia que permita afirmarlo. Precisamente se negó a realizarla. Será la investigación y, 

posteriormente, un tribunal quienes determinen qué puede considerarse probado y cuál es su 

responsabilidad penal. 

Pero tampoco voy a tratar su negativa como una anécdota. 

Cuando los agentes requieren a una persona para someterse a las pruebas de alcohol y drogas y esta 

se niega, estamos ante algo suficientemente grave como para que nuestro Código Penal lo 

contemple como delito independiente. No es una travesura inocente, no es una infracción 

administrativa y no es una opción que pueda elegir el conductor. 

Y yo, como ciudadano, puedo tener mi opinión sobre por qué alguien decide negarse, también tengo 

claro que si alguien no tiene nada que esconder..… Pero mi opinión no es una prueba y la justicia 

debe trabajar con pruebas. 

Hasta ahí, de acuerdo. Lo que me cuesta bastante más comprender viene después. 

Un hombre ha muerto. Otro conductor estaba tranquilamente detenido ante un semáforo en rojo y 

terminó atrapado dentro de su vehículo. Una conductora circulaba, según las primeras 

investigaciones, a gran velocidad por una vía urbana limitada a 50 kilómetros por hora. Después del 

impacto, un peatón que simplemente estaba cruzando una calle acabó mortalmente herido. 



 

 

Y la persona investigada vuelve a casa. 

Sé perfectamente lo que me responderá cualquier jurista: la prisión provisional no es una condena 

anticipada. Existen unos requisitos legales, existe la presunción de inocencia y un juez no puede 

enviar a alguien a prisión simplemente porque los hechos produzcan indignación social. 

Y tiene que seguir siendo así. No quiero una justicia que condene desde un titular ni desde una 

columna de opinión. Quiero otra cosa. 

Quiero unas leyes capaces de responder adecuadamente a determinadas conductas viales cuando 

esas conductas terminan con una persona muerta. 

Quizá haya llegado el momento de hablar en serio de algo que llevamos demasiado tiempo evitando 

y que desde Stop Accidentes insistimos una y otra vez: el homicidio vial. 

No como una ocurrencia lingüística, ni para endurecer titulares, ni para satisfacer deseos de 

venganza. Precisamente para lo contrario: para definir jurídicamente con claridad determinadas 

conductas que tienen lugar al volante y que, cuando concurren circunstancias especialmente graves, 

terminan causando la muerte de otra persona. 

Nuestro Código Penal ya castiga el homicidio por imprudencia grave cometido con un vehículo a 

motor y contempla penas de prisión y privación del derecho a conducir. También castiga la 

conducción temeraria, la conducción bajo la influencia del alcohol y la negativa a someterse a las 

pruebas. No partimos de cero. 

La pregunta es si es suficiente. Yo creo que debemos insistir en ese debate. 

Porque no todas las muertes en carretera son iguales y tampoco todas las conductas que las 

preceden lo son. Una distracción momentánea, un error de percepción o una equivocación humana 

pueden provocar consecuencias terribles. Pero existen otras situaciones en las que antes de la 

muerte ha habido una sucesión de decisiones conscientes: beber y conducir, consumir drogas, 

circular de manera manifiestamente temeraria, hacerlo a velocidades extraordinariamente 

peligrosas, conducir sin permiso o reincidir una y otra vez en comportamientos que ponen 

deliberadamente en riesgo a los demás. 

No hace falta querer matar para tomar decisiones capaces de matar. Y quizá nuestro lenguaje 

jurídico debería empezar a reflejar mejor esa diferencia. 

Pero tampoco podemos limitar toda nuestra respuesta a lo que hacemos después de enterrar a 

alguien. Porque entonces habremos vuelto a llegar tarde. Por eso tenemos que hablar también del 

alcohol. 

La propia DGT reconoce que el alcohol estuvo presente en el 28% de los siniestros mortales 

registrados en 2024 y que el número de fallecidos en siniestros en los que al menos un conductor 

dio positivo aumentó un 24% respecto a 2019. La DGT sostiene además algo difícilmente discutible 

desde el punto de vista de la seguridad vial: la única tasa segura al volante es cero. 

Entonces, ¿a qué estamos esperando? 

Hace apenas unos días, durante la presentación del balance de siniestralidad del verano, el ministro 

del Interior anunció que volverá a impulsarse la reducción de la tasa máxima permitida a 0,2 

gramos por litro de sangre. La anterior proposición fue rechazada en la Comisión de Interior del 

Congreso el pasado marzo por 19 votos frente a 18. 



 

 

Pues inténtese otra vez. Pero hágase bien. 

Negóciese. Búsquense los apoyos necesarios. Escuchen a víctimas, científicos, médicos, policías, 

fiscales, asociaciones y expertos. Corríjanse los problemas técnicos que pueda tener la propuesta y 

llévese al Parlamento un texto capaz de salir adelante. 

Porque volver a presentar exactamente lo mismo, exactamente de la misma manera, confiando 

simplemente en que quienes votaron en contra esta vez voten a favor, puede conducirnos 

exactamente al mismo lugar. 

Y mientras discutimos, el alcohol continúa viajando con nosotros. 

Pero tampoco nos engañemos pensando que una tasa de 0,2 solucionará por sí sola el problema. 

Personalmente sigo defendiendo el horizonte de alcohol cero al volante. Cero significa algo 

extraordinariamente sencillo de entender: si conduces, no bebes. Se acabaron los cálculos sobre 

cuánto peso, cuánto he comido, cuántas cervezas puedo tomar o cuánto tiempo ha pasado desde la 

última copa. 

Cero. 

No necesitamos una calculadora para conducir. Necesitamos responsabilidad. 

Y junto a la prevención debe existir una respuesta contundente frente a quien decide ignorarla. 

Especialmente frente al reincidente. Si una persona demuestra repetidamente que no está dispuesta a 

respetar unas normas cuya finalidad es impedir que mate o lesione a otros, quizá deberíamos 

preguntarnos cuánto tiempo estamos dispuestos a seguir confiándole un vehículo capaz de hacerlo. 

Por eso este caso no debería terminar reducido a discutir si una mujer entra hoy en prisión 

provisional o espera el juicio en libertad. Es mucho más grande que ella. La pregunta es qué 

hacemos nosotros después. 

Si dentro de unas semanas esta historia desaparece de los periódicos, esperamos al siguiente muerto 

y volvemos a indignarnos durante cuarenta y ocho horas, entonces no habrá servido absolutamente 

para nada. 

Necesitamos educación vial real desde pequeños. Necesitamos prevención. Necesitamos controles. 

Necesitamos una tasa de alcohol cada vez más cercana a cero. Necesitamos actuar con mucha 

mayor contundencia frente a los reincidentes. Necesitamos revisar si determinadas conductas viales 

que terminan provocando una muerte merecen una consideración penal específica. Y necesitamos 

sentarnos de una vez a estudiar seriamente la incorporación del concepto de homicidio vial a 

nuestro ordenamiento jurídico. 

No para meter a todo el mundo en prisión. No para eliminar garantías. No para convertir cada 

siniestro mortal en un homicidio vial. Precisamente para distinguir. 

Para diferenciar el error humano de la irresponsabilidad extrema. Para separar el siniestro inevitable 

de la conducta evitable. Para que quien toma conscientemente determinadas decisiones sepa, antes 

de girar la llave del coche, que si esas decisiones terminan matando a alguien la sociedad considera 

especialmente grave lo que ha hecho. Las leyes también educan. Las sanciones también transmiten 

valores. Y la manera en que una sociedad protege jurídicamente la vida dice mucho de cuánto vale 

para ella. 



 

 

El hombre que murió junto a La Vaguada no decidió participar en ninguno de estos debates. No 

decidió asumir el riesgo de otra persona. No decidió formar parte de una estadística. Estaba 

cruzando una calle. 

Ahora habrá una investigación, un procedimiento judicial, peritos, abogados, informes y finalmente 

una sentencia. Dejemos que la justicia haga su trabajo y determine las responsabilidades concretas 

de este caso. 

Pero nosotros hagamos también el nuestro. Cambiemos lo que haya que cambiar. 

Reduzcamos la tasa de alcohol. Persigamos de verdad la reincidencia. Eduquemos antes de 

sancionar y sancionemos cuando la educación y la responsabilidad individual fracasen. Estudiemos 

seriamente el homicidio vial. Y dejemos de esperar a la siguiente muerte para volver a descubrir 

que tenemos un problema. 

Porque después de todo el lenguaje jurídico, todas las explicaciones y todas las garantías necesarias, 

queda una realidad imposible de maquillar. 

Una persona murió. 

La investigada pudo volver a casa. 

Él no. 

Y su familia tampoco volverá nunca a la misma casa. 


